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I. RESUMEN

1. El 17 de mayo de 2005, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”) recibió una denuncia presentada por la Corporación Humanas – Centro Regional de Derechos Humanos y Justicia de Género (en adelante “la peticionaria”), en la cual se alega la responsabilidad internacional del Estado de Chile por la denegación de justicia debido a violaciones presuntamente cometidas en el marco de un proceso penal iniciado en contra de un funcionario militar por el delito de violación sexual en perjuicio de Giovanna Janett Vidal Vargas. La peticionaria alega la falta de debida diligencia por parte de las autoridades chilenas en investigar y sancionar el hecho denunciado, y sostiene que las decisiones judiciales que eximieron de responsabilidad penal al presunto agresor, se habrían basado en prejuicios discriminatorios en contra de la presunta víctima, exponiendo aspectos relativos a su vida privada, a fin de  deslegitimar la veracidad de su denuncia. 

2. La peticionaria sostiene que el Estado es responsable por la violación a los derechos a la integridad personal, a las garantías judiciales y a la igualdad ante la ley, consagrados en los artículos 5.1, 8.1 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”), en concordancia con el deber de garantía establecido en el artículo 1.1 del mismo instrumento; así como los artículos 3, 4 y 7(b) de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (en adelante “Convención Belém do Pará”).  El Estado por su parte alega que el reclamo es inadmisible por haber sido presentado fuera del plazo de seis meses, y porque no expone hechos que tiendan a caracterizar una violación a los derechos consagrados en la Convención Americana. En ese sentido, sostiene que el asunto fue resuelto por las autoridades internas con apego a las reglas del debido proceso, de conformidad con lo establecido por el ordenamiento jurídico interno y los tratados internacionales de protección de derechos humanos. Así, el Estado aduce que la CIDH no puede actuar como una cuarta instancia para revisar decisiones internas que resultaron desfavorables a la presunta víctima.  

3. Sin prejuzgar sobre el fondo el asunto, y tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 2, 5, 8.1, 11.2, 24 y 25.1 de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1, y del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará en perjuicio de la señora Giovanna Janett Vidal Vargas. Asimismo, decidió notificar esta decisión a las partes y ordenar su publicación en el Informe Anual para la Asamblea General de la OEA. 
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. La Comisión recibió la petición vía correo postal y la registró bajo el número P-552-05. Tras efectuar un análisis preliminar, el 8 de diciembre de 2005, la CIDH transmitió al Estado las partes pertinentes de la petición para que presentara sus observaciones. El 3 de febrero de 2006, el Estado solicitó una prórroga para presentar su respuesta, la cual fue otorgada. El Estado presentó su respuesta el 30 de marzo de 2006, la cual fue trasladada a la peticionaria para sus observaciones. El 16 de agosto de 2006, la peticionaria solicitó una prórroga para presentar su respuesta, la cual fue otorgada. La peticionaria presentó su respuesta el 29 de agosto de 2006, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones. Mediante comunicación de fecha 29 de noviembre de 2006, el Estado solicitó una prórroga para presentar su respuesta, la cual fue otorgada. El 30 de agosto de 2007, la Comisión reiteró al Estado la solicitud de observaciones. El 7 de enero de 2008, la peticionaria presentó información adicional la cual fue trasladada al Estado para su conocimiento. 
III. POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Posición de la peticionaria 

5. La peticionaria alega que en la madrugada del 24 de agosto de 2003, Giovanna Vidal fue víctima de una presunta agresión sexual por parte de un funcionario militar, ocurrida en el interior de una vivienda en la Villa Militar de la Ciudad de Puerto Aysén en Chile, donde residía el presunto agresor. La peticionaria señala que la Señora Vidal conocía al presunto agresor y la noche antes de los hechos, había aceptado trasladarse con él a su casa luego de salir de un local nocturno, y una vez estando en el interior de la vivienda, éste le habría propuesto insistentemente tener relaciones sexuales pero ella se habría negado.  Pese a ello, el presunto agresor habría comenzado a amenazar a la Señora Vidal, diciéndole “sácate la ropa […] ya me aburriste. Apúrate o te mato, elige; yo soy milico y acá se hace lo que yo digo”; además la habría sujetado fuertemente y habría comenzado a forcejear con ella para sacarle la ropa. La peticionaria indica que ante las amenazas que recibía, la Señora Vidal se sacó algunas prendas de su ropa pero siguió forcejeando con él, quien a pesar que ella se siguió oponiendo, la penetró vaginalmente sin su consentimiento. Señala que Giovanna Vidal logró salir del corriendo del lugar, desnuda, y se dirigió a una casa vecina para pedir ayuda. 
6. La peticionaria indica que estos hechos fueron puestos en conocimiento de la Fiscalía de Puerto Aysén el mismo día en que alegadamente ocurrieron, y se ordenó el inicio de la investigación respectiva. Señala que el caso fue llevado a juicio oral aproximadamente un año después de los hechos denunciados, y culminó con una sentencia de la Sala Única del Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Coyhaique de 29 de agosto de 2004, mediante la cual se absolvió de responsabilidad al presunto agresor de la Señora Vidal. Indica que esta decisión fue impugnada mediante recurso de nulidad interpuesto por la defensa de la presunta víctima, el cual habría sido desechado mediante decisión de la Corte de Apelaciones de Coyhaique de 26 de octubre de 2004. 
7. La peticionaria indica que durante la etapa de investigación y en el marco del juicio penal iniciado, la presunta víctima estuvo representada por el Centro de Atención Integral a Víctimas de Delitos Violentos (en adelante “el CAIVDV”) -organismo estatal dependiente de la Corporación de Asistencia Judicial- el cual presentó una querella criminal ante la Fiscalía de Puerto Aysén y posteriormente presentó acusación particular ante el Tribunal de Juicio.  La peticionaria centra sus alegaciones ante la CIDH en la falta de un debido acceso a la justicia en relación a las garantías del debido proceso legal e igualdad ante la ley en perjuicio de la presunta víctima. Sostiene que en el marco de la investigación adelantada por las autoridades chilenas y el proceso penal emprendido contra el presunto agresor, se cometieron una serie de fallas e irregularidades que propiciaron que los hechos de violencia sexual quedaran en impunidad. Aduce que esta actuación del Estado resulta particularmente grave teniendo en cuenta la obligación reforzada que éste tiene de juzgar y sancionar debidamente la violencia contra la mujer, de acuerdo a lo establecido en la Convención de Belem do Pará. 
8. Sobre la etapa de investigación, la peticionaria señala que el mismo día de los hechos, la Señora Vidal fue llevada por agentes policiales –que acudieron a la casa vecina donde ésta se encontraba tras la presunta agresión- al Hospital de Puerto Aysén donde se le practicó un examen ginecológico por el médico de turno de dicho Hospital.  Se indica que durante el juicio penal iniciado con posterioridad, el médico fue citado como perito del Ministerio Público y en su declaración manifestó que había detectado “lesiones leves y observaciones de abuso sexual” en la presunta víctima. Adicionalmente, habría precisado que el examen ginecológico había indicado que “no presentaba desgarros […] no había lesión anal y no tenía himen, porque no era virgen”, y que le habría sido difícil iniciar el examen porque la presunta víctima “no dejaba de llorar” y presentaba un “shock emocional”. 
9. La peticionaria sostiene que la actuación del Ministerio Público en el presente caso, no estuvo acorde con los estándares de debida diligencia requeridos en los casos de de violencia sexual contra una mujer.  En ese sentido, destaca primeramente que las diligencias investigativas y la acusación formulada por la Fiscalía y el CAIVDV, se centraron en alegar que la presunta agresión sexual había sido cometida con uso de la fuerza, y no si consintió o no al acto sexual. Al respecto, sostiene por una parte que se habría omitido recolectar evidencia material en el lugar de los hechos de forma diligente, teniendo en cuenta los elementos indicados en la declaración de la presunta víctima, por ejemplo, que le habría arrojado una botella a su presunto agresor para defenderse, la cual no habría sido recolectada por no considerarse como evidencia necesaria en la investigación. 
10. Por otra parte, la peticionaria indica que de acuerdo a lo establecido en el Código Penal chileno, el delito de violación puede ser cometido con uso de fuerza o con intimidación. Sin embargo, aduce que en el marco de la investigación penal se descartó como uno de los elementos principales, la intimidación de la que habría sido objeto la presunta víctima y su falta de consentimiento del acto sexual, aspectos en los que la Señora Vidal habría insistido en las diferentes oportunidades en las que rindió su testimonio en el proceso. En ese sentido, la peticionaria sostiene que la actividad probatoria y de investigación fue deficientemente realizada y no fue idónea para garantizar un efectivo acceso a la justicia a la presunta víctima, pues esta falta de debida diligencia habría contribuido a que en el juicio penal no pudiera darse por establecido la ocurrencia de una agresión sexual en su perjuicio, sobre la base de una presunta falta de evidencia de la fuerza como elemento utilizado para cometer la violación. 

11. Como ejemplo de lo anterior, la peticionaria destaca que en el marco del juicio oral, si bien se presentaron peritajes psicológicos que respaldaban la versión de la presunta víctima sobre la alegada intimidación, el Tribunal de Juicio Oral de Coyhaique habría descartado tal hipótesis por no estar fundamentada en las acusaciones presentadas por la Fiscalía y el CAIVDV. En ese sentido, la decisión del referido Tribunal habría determinado un estándar calificado en la actuación probatoria durante el proceso, en el sentido de considerar que de haber ocurrido fuerza física –como único elemento posiblemente utilizado para la comisión del delito imputado- ésta “debió manifestarse en forma objetiva, ya sea en lesiones corporales o en daños en los vestidos, de uno u otro, por acción ofensiva o defensiva”. Sobre el elemento de intimidación, el Tribunal habría hecho las siguientes consideraciones:  
[…] si en la especie se quisiera ver una cópula forzada por la vía de la intimidación, cabe señalar al respecto que tal hecho no sólo escapa del marco preciso y único de ambas acusaciones –que no se refirieron a ella- sino aún más no aparece suficientemente acreditada en el juicio porque constituye un hecho controvertido por el acusado respecto del cual no hay prueba que lleve al Tribunal a una convicción también más allá de toda duda razonable. Valga recordar que al cierre de la discoteca aproximadamente a las 5:30 horas –la muchacha desestimó regresar de inmediato a su hogar- donde le esperaba el hombre con quien pensaba casarse en septiembre junto a su pequeño hijo- para ir con el joven ‘respetuoso y pasivo’ con quien había bailado, y quien además se le había declarado tiempo atrás, a una casa –que sabía solitaria- para escuchar música y beber con él, lo que habrían hasta que el taxi viniera por ellos dos horas después. A ella nada le pareció raro, ni siquiera que comenzaran a beber sentados al pie de la cama matrimonial. Y cuando él le pidió mantener un acercamiento sexual ella trató de irse, tomó su abrigo y su cartera pero –según lo manifestó en el contrainterrogatorio de la defensa- no se fue porque trató de calmarlo, lo que dijo haber logrado un poco y aunque él estaba alterado, permaneció conversándole, expresiones todas que crean dudas también razonables acerca de la previsión y posterior trascendencia de una real presión psicológica para someter a la ofendida, de esta precisa manera, al pleno arbitrio sexual del imputado
.
12. La peticionaria aduce que este tipo de consideraciones realizadas por el Tribunal de Juicio en su decisión, evidencian también que en el marco del juicio oral realizado, la actuación de los operadores justicia se habría centrado en juzgar el comportamiento y personalidad de la presunta víctima, así como la veracidad de su testimonio sobre los hechos denunciados, y no en la comprobación del hecho ilícito. Destaca por ejemplo el hecho de que la Señora Vidal había ingerido alcohol el día de los hechos, lo cual si bien no había sido controvertido por ésta, habría sido objeto de consideración por parte del Tribunal -de forma repetitiva- en las distintas determinaciones realizadas en su decisión. 
13. Según la peticionaria, la decisión también habría tenido en cuenta aspectos relativos a la vida privada de la Señora. Vidal, por ejemplo que tenía una pareja y que había aceptado irse sola a la casa de un hombre que no era su pareja. Asimismo, su testimonio habría sido valorado por el tribunal teniendo en cuenta las declaraciones de testigos presentados por la defensa del acusado, quienes según los términos referidos en la sentencia, habrían declarado sobre “la vida licenciosa” de la Señor Vidal, haciendo referencia a su vida sexual antes de los hechos denunciados. Dicha prueba testimonial habría consistido en las declaraciones de varios funcionarios militares, respecto de quienes el Tribunal habría indicado que “impresiona[ban] como sinceros”. 

14. En ese sentido, alega el uso de prejuicios discriminatorios y estereotipos sobre la vida privada y sexual de una mujer, valorados como circunstancias relevantes para establecer la comisión del delito de violación sexual. La peticionaria sostiene que los elementos descritos configuraron en su conjunto, una supuesta falta de imparcialidad por parte de las autoridades judiciales en perjuicio de la Señora Vidal, desconociendo la particular situación de vulnerabilidad en la que se encontraba como víctima de la alegada violencia sexual. 
15. Según la peticionaria, esta alegada falta de imparcialidad también se evidenciaría en los criterios utilizados por el Tribunal para valorar la versión dada por el presunto agresor y la Señora Vidal sobre los hechos denunciados. Específicamente, llama la atención sobre el reconocimiento de responsabilidad de los hechos que habría hecho el acusado en la fase inicial de la investigación, y de lo cual se habría posteriormente retractado alegando que había sido presionado para aceptar su culpabilidad. La peticionaria alega que la decisión del Tribunal de Juicio habría considerado que este alegato del acusado resultaba creíble, sin ofrecer una explicación razonable para realizar dicha conclusión. No obstante, respecto del testimonio de la Señora Vidal, el Tribunal habría utilizado diversos argumentos para desestimar la veracidad de los hechos en los términos denunciados por la presunta víctima. 
16. En ese sentido, aduce que la decisión habría cuestionado la credibilidad de la Señora Vidal, considerando que existían ciertas imprecisiones en el relato dado por ésta en el juicio y en las evaluaciones psicológicas a las que fue sometida, sin tener en cuenta el tiempo que había transcurrido entre éstas declaraciones, y que la declaración hecha en el juicio había significado exponer públicamente un episodio traumático de su vida de connotación sexual y sobre el cual recae un estigma social en su perjuicio. La peticionaria destaca los términos utilizados en la decisión para referirse a “la insinceridad y torcidas declaraciones” de la presunta víctima, su “narración hiperbolizada y manipulada […] en cuanto al manejo antojadizo de la situación”,  y la “incoherencia” de su relato. 

17. La peticionaria aduce que otro de los argumentos utilizados por el Tribunal para descartar la presunta agresión sexual –con uso de la fuerza- fue que no se hubiese acreditado la existencia de lesiones corporales que permitieran establecer la resistencia de la presunta víctima a la agresión sexual o que ésta hubiese sido sometida con violencia a tal agresión. Asimismo, el Tribunal habría establecido que las secuelas psicológicas de la alegada violación sexual, no habrían sido debidamente acreditadas en el juicio.  

18. Al respecto, la peticionaria explica que se habrían ordenado peritajes psicológicos que daban cuenta del daño emocional causado por la alegada violación, pero que esta prueba habría sido desestimada por el Tribunal por considerar que esto debía ser acreditado por un médico psiquiatra. Dicha determinación se habría hecho con base en un artículo académico sobre neuropsiquiatría, relativo al trastorno de estrés post-traumático citado en la referida decisión, y a partir del cual el Tribunal habría realizado sus propias conclusiones sobre el tema, sin esgrimir argumentos adicionales para ello. Al respecto, la peticionaria sostiene que esta sería una práctica común en las decisiones sobre casos de violencia sexual en Chile, en las cuales los jueces “al no estar interiorizados en la disciplina psicológica, malinterpretan las conclusiones de los peritos, y las utilizan para fundamentar cuestiones opuestas a las que ellos quisieron afirmar”. 

19. La peticionaria aduce que esta circunstancia revelaría igualmente la falta de debida diligencia en la actuación de los órganos judiciales y de investigación, en relación la conformación de la prueba necesaria para acreditar la ocurrencia del hecho. Alega que la falta de este peritaje psiquiátrico, había sido utilizado igualmente para restar credibilidad a las declaraciones de la Señora Vidal y limitó la posibilidad de acreditar la supuesta afectación emocional sufrida por ella tras la alegada violación sexual. Adicionalmente, la peticionaria destaca que si bien el peritaje psicológico permitía valorar la existencia de amenazas para la comisión del hecho –lo que fue considerado por el Tribunal- éste habría establecido nuevamente que dicho alegato contradecía el fundamento de las acusaciones presentadas, es decir, la utilización de la fuerza y no la intimidación. 
20. En suma, la peticionaria sostiene que la actuación de las autoridades en el proceso penal referido, constituyó un menoscabo del deber del Estado de no discriminar, y de garantizar un acceso a la justicia en condiciones de igualdad a la presunta víctima.  Sostiene que el Estado tenía un deber de especial protección por sus obligaciones internacionales de erradicar la violencia contra la mujer, y en particular hechos de violencia sexual como los denunciados en la presente petición, específicamente de acuerdo a lo establecido en los artículos 3, 4 y 7.b) de la Convención de Belém do Pará. Alega además que como consecuencia de la supuesta agresión sufrida y de haber tenido que enfrentar su situación de manera pública –en el marco del proceso judicial- la presunta víctima habría sufrido un daño emocional grave que habría afectado su normal desarrollo social y familiar.
21. Sobre el agotamiento de los recursos internos, la peticionaria alega que éstos fueron agotados con la decisión de la Corte de Apelaciones de Coyhaique de 26 de octubre de 2004, mediante la cual se rechazó el recurso de nulidad interpuesto en contra de la sentencia del Tribunal de Juicio Oral. Sobre el plazo de presentación, la peticionaria alega que el escrito de petición fue formulado ante la CIDH el 25 de abril de 2005, por lo que se encuentra dentro del plazo de seis meses establecido en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana. 
B. Posición del Estado

22. En respuesta al reclamo presentado, el Estado sostiene que la petición no cumple con los requisitos de admisibilidad exigidos por la Convención Americana, primeramente en lo que se refiere al plazo de presentación establecido en el artículo 46.b) de dicho instrumento. Al respecto, aduce que la petición fue presentada ante la Comisión el 17 de mayo de 2005, según consta en la fecha de recepción de la misma. En ese sentido, no controvierte que los recursos internos se hayan agotado mediante la decisión de la Corte de Apelaciones de Coyhaique de 26 de octubre de 2004, según lo alegado por la peticionaria, sin embargo alega que por la fecha de la misma es evidente que la petición se encontraría “absolutamente fuera del plazo de seis meses”.  

23. Asimismo, el Estado sostiene que la petición no expone hechos que tiendan a caracterizar violaciones a derechos consagrados en la Convención Americana ni en la Convención de Belém do Pará, y que la misma resulta manifiestamente infundada, por lo que debe ser declarada inadmisible en virtud de lo establecido en el artículo 47 de la Convención Americana, en sus numerales b) y c). Al respecto, el Estado alega que durante el proceso penal iniciado por la presunta ocurrencia del delito de violación sexual en perjuicio de la Señora Vidal, las autoridades chilenas actuaron con apego a las reglas del debido proceso, y se garantizaron los derechos de todos los intervinientes en el mismo, de conformidad con lo establecido en los tratados internacionales y el ordenamiento jurídico interno. 

24. En este sentido, el Estado destaca que los intereses de la presunta víctima estuvieron representados en el proceso judicial tanto por la actuación del Ministerio Público, como por el CAIVDV en su calidad de acusador particular. Asimismo, señala que una vez que las autoridades competentes tomaron conocimiento de los hechos presuntamente ocurridos el 24 de octubre de 2003, se dispuso la adopción de las medidas necesarias para proteger los intereses de la presunta víctima, y se brindó la atención médica requerida en casos sobre denuncias de violación sexual. 

25. Por otra parte aduce que el juicio penal iniciado estuvo destinado a establecer la ocurrencia del delito de violación sexual, presuntamente cometido haciendo uso de la fuerza o por intimidación, teniendo en cuenta que ambas hipótesis se encuentran contempladas en el delito tipificado en el artículo 361, en su numeral 1, del Código Penal chileno, que fue imputado a la persona señalada como presunto responsable de este hecho, y señalado en las acusaciones presentadas tanto por el Ministerio Público como por el CAIVDV. No obstante, resalta que de las declaraciones dadas por la presunta víctima, se podía apreciar que el hecho había sido supuestamente cometido haciendo uso principalmente de la fuerza, por lo que el énfasis investigativo y probatorio se centró en establecer dicho supuesto. 

26. Sostiene además que la supuesta exclusión de la intimidación como modalidad comitiva del delito no tuvo ninguna incidencia sobre el resultado del juicio, ya que este aspecto sólo es posible acreditarlo mediante el testimonio de la presunta víctima debido a que los hechos no habrían sido presenciados por otros testigos. Al respecto, aduce que las consideraciones realizadas por el Tribunal de Juicio sobre la veracidad de los hechos denunciados, se realizó con base en toda la prueba recabada y con base en una fundamentación jurídica de las determinaciones de hecho realizadas y las consecuencias jurídicas atribuidas.  
27. De igual forma, el Estado alega que la actuación del Ministerio Público en la investigación de los hechos estuvo acorde con los estándares de debida diligencia. Sostiene que las supuestas omisiones en la recolección de la prueba material, específicamente que no se hubiese tomado como evidencia la botella con la que la presunta víctima alegó habría utilizado para defenderse de su agresor, se encuentra justificada por carecer de utilidad para esclarecer los hechos investigados. Sostiene que durante el juicio oral, la Fiscalía presentó las pruebas que estimó pertinentes para acreditar la ocurrencia del hecho denunciado, incluyendo los peritajes psicológicos realizados a la presunta víctima, considerando que éstos eran suficientes para acreditar el supuesto daño emocional causado a la Señora Vidal.  

28. El Estado destaca la intervención del CAIVDV durante el proceso penal. En ese sentido, sostiene que la Señora Vidal habría contado en todo momento con una completa atención psicológica, asesoría legal y debida representación jurídica, lo que se evidencia por las diversas diligencias destinadas a proteger sus intereses en el marco del proceso judicial, entre éstas: i) la presentación de una acusación particular y una demanda civil a su favor; ii) se indagó sobre la existencia de bienes inmuebles del imputado para preparar acciones civiles reparatorias, aunque se tuvieron resultados negativos; iii) se consideró la salida alternativa de suspensión condicional del procedimiento en atención a que la presunta víctima presentaba un cuadro psicológico, que se vería acrecentado con su participación en un juicio oral; y iv) se interpuso un recurso de nulidad en contra del fallo absolutorio de fecha 29 de agosto de 2004. Adicionalmente, el Estado señala que tras conocerse la decisión de la Corte de Apelaciones de Coyhaique que rechazó el recurso de nulidad interpuesto, se realizó una visita al domicilio de la Señora Vidal para explicarle el resultado de dicha acción judicial y se siguió con un proceso de seguimiento y monitoreo de la situación de la Señora Vidal hasta el mes de mayo de 2005. 
29. Por otra parte, el Estado alega que las autoridades judiciales que dictaron la decisión del Tribunal de Juicio respetaron igualmente las garantías del debido proceso, incluyendo la garantía de imparcialidad. Al respecto alega que la absolución del acusado se fundamentó teniendo en cuenta las teorías del caso discutidas durante el juicio oral, tanto por el Ministerio Público, como por el querellante particular y la defensa del acusado. En ese sentido, alega que se consideraron todas y cada una de las pruebas presentadas en el juicio y las mismas fueron valoradas conforme a lo exigido por el ordenamiento jurídico. 
30. En suma, el Estado sostiene que los derechos de la presunta víctima fueron garantizados y que ésta fue escuchada en condiciones de igualdad por autoridades competentes e imparciales, atendiendo de forma diligente la denuncia por ella presentada.  Alega que la CIDH no puede actuar como un tribunal de alzada para revertir decisiones que resultaron desfavorables a la presunta víctima, pero que fueron dictadas con apego a las obligaciones internacionales del Estado y la legislación chilena. 
31. Con base en estas consideraciones, y lo relativo al incumplimiento del requisito de admisibilidad sobre el plazo de presentación, el Estado solicita que la Comisión declare la inadmisibilidad de la petición. 
IV. ANÁLISIS SOBRE ADMISIBILIDAD

A. Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión 

32. La peticionaria se encuentra facultada, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presunta víctima a una persona individual, respecto de quien el Estado chileno se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Chile es un Estado parte en la Convención Americana desde el 21 de agosto de 1990, fecha en la que depositó el instrumento de ratificación respectivo, y es igualmente parte de la Convención de Belém do Pará desde el 15 de noviembre de 1996. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. 
33. La Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana y la Convención de Belém do Pará que habrían tenido lugar dentro del territorio de Chile, Estado parte de dicho tratado.

34. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana y de la Convención de Belém do Pará ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  La Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian violaciones de derechos humanos protegidos por la Convención Americana y la Convención de Belém do Pará.  

B. Otros requisitos de admisibilidad de la petición
1. Agotamiento de los recursos internos

35. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana. Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando (i) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; (ii) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (iii) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.
36. A efectos de la admisibilidad del presente caso y según la información disponible, la Comisión observa que en la presente petición, el proceso penal iniciado era un recurso idóneo, y que no existe controversia entre las partes sobre este punto. Al respecto, la Comisión considera pertinente señalar que los hechos relacionados con la alegada violación sexual en perjuicio de Giovanna Vidal, se traducen en la legislación interna en delitos perseguibles de oficio
. En ese sentido, los precedentes establecidos por la Comisión establecen que toda vez que se cometa un delito que deba ser perseguido de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal y que, en esos casos, ésta constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario
. 
37. Al respecto, la CIDH observa que de conformidad a la información proporcionada por las partes, la Fiscalía de Puerto Aysén inició una investigación tras haber tenido conocimiento de los hechos presuntamente ocurridos el 24 de agosto de 2003. El 17 de octubre de 2003, se habría realizado la audiencia de formalización de la investigación contra la persona señalada por la Señora Vidal como el presunto responsable del delito de violación sancionado en el Código Penal de Chile entonces vigente. El 27 de noviembre de 2003, el CAIVDV habría interpuesto una querella criminal ante la Fiscalía de Puerto Aysén en contra del imputado, por el mismo delito de violación sexual. 
38. La investigación habría concluido el 14 de abril de 2004 y el 15 de abril de 2004, el Ministerio Público de Puerto Aysén presentó acusación formal en contra del imputado por el delito de violación sexual. Por su parte, el CAIVDV habría presentado acusación particular y demanda civil contra el acusado, en representación de la Señora Vidal. El juicio penal oral se habría realizado durante los días 19, 20, 21 y 24 de agosto de 2004, y el 29 de agosto de 2004, el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Coyhaique habría dictado sentencia absolutoria a favor del acusado. Dicho fallo habría sido impugnado por el CAIVDV mediante recurso de nulidad interpuesto ante la Corte de Apelaciones de Coyhaique. El 26 de octubre de 2004, la Corte de Apelaciones habría rechazado dicho recurso, y la sentencia recurrida habría quedado firme. 
39. La Comisión observa que el Estado no ha indicado que contra la sentencia de la Corte de Apelaciones de Coyhaique, la peticionaria haya tenido a su disposición otros recursos adecuados y efectivos. Por lo tanto, dadas las características de la presente petición y la información disponible, la Comisión concluye que el reclamo bajo estudio cumple con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana.  

2. Plazo para presentar la petición

40. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  

41. En el reclamo bajo estudio las partes sostienen una controversia sobre el cumplimiento de este requisito. La peticionaria aduce que la petición fue presentada a la CIDH el 25 de abril de 2005, y el 26 de octubre de 2004 fue notificada de la sentencia de la Corte de Apelaciones de Coyhaique que resolvió el recurso de nulidad interpuesto. Por lo tanto considera que al ser éste el último recurso a agotar en la jurisdicción interna, la petición fue presentada dentro del plazo requerido. El Estado por su parte alega que la petición fue puesta en conocimiento de la Comisión el 17 de mayo de 2005 –fuera del plazo de seis meses- siendo ésta la fecha en la que fue recibida en la Secretaría Ejecutiva de la CIDH. 

42. La Comisión observa que el escrito de petición data del 25 de abril de 2005 y fue registrada como recibida en la sede de la CIDH –vía correo postal- el 17 de mayo de 2005. De acuerdo a la práctica de la CIDH en la materia
, presumiendo los días que transcurrieron mientras la petición estuvo en el correo postal, la Comisión considera que la petición fue presentada de forma oportuna, con lo cual se satisface el requisito dispuesto en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana. 
3. Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacionales

43. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en el artículo 46.1.c) de la Convención Americana.

4. Caracterización de los hechos alegados

44. En esta etapa de admisibilidad, la Comisión considera que no corresponde determinar si se produjeron o no las violaciones alegadas.  A efectos de la admisibilidad, la CIDH debe resolver si los hechos expuestos tienden a caracterizar posibles violaciones a la Convención Americana, como estipula el artículo 47.b) de la Convención Americana.  El criterio de apreciación de estos extremos es diferente al requerido para decidir sobre el fondo de una denuncia.  La Comisión Interamericana debe realizar una evaluación prima facie para examinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado en la Convención Americana
.  Este análisis tiene carácter sumario, y no implica un prejuicio o avance de opinión sobre el fondo de la controversia.  La distinción entre el análisis correspondiente a la declaración sobre la admisibilidad y el requerido para determinar una violación se refleja en el propio Reglamento de la CIDH, que establece de manera claramente diferenciada las etapas de admisibilidad y fondo
. 
45. En la presente petición, la peticionaria sostiene que varios derechos protegidos por la Convención Americana y la Convención de Belem do Pará habrían sido vulnerados por la falta de debida diligencia del Estado de investigar y sancionar la presunta agresión sexual de la que habría sido víctima Giovanna Vidal. La peticionaria alega específicamente violaciones a los derechos a la integridad personal, a las debidas garantías judiciales y la igualdad ante la ley, consagrados en la Convención Americana; y el derecho de una mujer a vivir libre de violencia, al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de sus derechos, y el incumplimiento del Estado a su deber de prevenir, investigar y sancionar con debida diligencia la violencia contra la mujer, de conformidad con lo previsto en los artículos 3, 4 y 7.b) de la Convención de Belem do Pará. El Estado por su parte alega que la petición no expone hechos que constituyen violaciones a los derechos humanos. 
46. El Estado asimismo sostiene que la petición es inadmisible específicamente en cuanto a que pretende que la Comisión actúe como un tribunal de cuarta instancia para revisar decisiones que si bien no resultaron favorables a los intereses de la presunta víctima, fueron dictadas por los tribunales internos en el marco de su competencia y con arreglo a las normas del debido proceso. 
47. Con respecto a este alegato, la Comisión reitera lo establecido en su jurisprudencia afirmando que si bien no puede actuar como un tribunal de alzada para revisar supuestos errores de hecho o de derecho que puedan haber cometido los tribunales nacionales
, dentro de los límites de su mandato de garantizar la observancia de los derechos consagrados en la Convención Americana, la Comisión es competente para declarar admisible una petición y fallar sobre el fondo cuando ésta se refiere a actuaciones de agentes estatales –incluyendo lo relativo a la emisión de una sentencia judicial nacional- que hayan sido efectuadas al margen del debido proceso o violatoria de cualquier otro derecho garantizado por la Convención
.

48. En ese sentido, la Comisión observa que la peticionaria no ha solicitado que la CIDH se pronuncie sobre la cuestión de si los tribunales chilenos aplicaron adecuadamente el derecho procesal chileno ni sobre la apreciación probatoria, cuestión reservada en principio a los tribunales domésticos. La peticionaria solicita un pronunciamiento sobre si el Estado de Chile, mediante sus agentes estatales, violó los derechos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de la Convención de Belém do Pará, respecto del deber especial de protección que el Estado de Chile se comprometió a garantizar en relación al derecho a las mujeres a una vida libre de violencia. 

49. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la Comisión exigen a la peticionaria identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la CIDH, aunque los peticionarios pueden hacerlo.  Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
50. La Comisión considera prima facie que los alegatos presentan cuestiones relacionadas al derecho a la igualdad protegido por el artículo 24, en relación con los artículos 8 y 25 y el artículo 7 de la Convención de Belém do Pará, que corresponden a un análisis en la etapa de fondo. La peticionaria sostiene que el sistema judicial chileno cometió irregularidades y fallas en el debido proceso en un caso de violencia sexual, comprometiendo la responsabilidad internacional del Estado por incumplir con su deber de actuar con debida diligencia, requerida para juzgar y sancionar debidamente actos de violencia contra las mujeres. La peticionaria alega que la actuación de las autoridades judiciales y de investigación en el marco del proceso penal iniciado por el delito de violación sexual, estuvo determinada por nociones estereotipadas sobre el comportamiento y la vida sexual de la presunta víctima, lo que afectó de forma negativa la investigación del caso, la recolección y valoración de la prueba y el análisis sobre la responsabilidad del presunto agresor. 
51. La peticionaria sostiene que esta actuación constituyó una forma de discriminación y vulneró el derecho de la presunta víctima de un efectivo acceso a la justicia en condiciones de igualdad. Asimismo, la peticionaria sostiene que la decisión mediante la cual se eximió de responsabilidad al presunto responsable de la alegada violación sexual, estuvo basada en varios patrones socioculturales y prejuicios discriminatorios generalmente utilizados para estigmatizar a las mujeres víctimas de violencia sexual. En ese sentido, alega que el fallo del Tribunal de Juicio Oral incluyó expresiones degradantes sobre la conducta de la presunta víctima y su personalidad, lo que denotaría una falta de imparcialidad en los criterios utilizados para fundamentar su decisión. 
52. Con respecto a los artículos 3 y 4 de la Convención de Belém do Pará, la Comisión observa que estos no constituyen fundamentos jurídicos para admitir la petición, no obstante, la CIDH los tomará en cuenta en la medida relevante, en su interpretación del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará en la etapa de fondo.  La Comisión aclara que su revisión en la etapa de fondo no tiene como objeto revisar cuestiones de interpretación o aplicación del derecho interno, sino analizar si Giovanna Vidal tuvo un debido acceso a la justicia en condiciones de igualdad y libre de toda forma de discriminación. 

53. La Comisión estima que los alegatos asimismo pueden configurar violaciones a los derechos protegidos por los artículos 5.1 y 11.2 de la Convención Americana. La peticionaria aduce que en el marco del proceso penal iniciado por la presunta violación sexual, se ventilaron asuntos relativos a la vida privada de la Señora Vidal no relevantes para probar el delito, incluyendo aspectos sobre su vida sexual y familiar, con el propósito de cuestionar su credibilidad y su condición de víctima de violación sexual, lo cual habría agravado la afectación emocional de la presunta víctima sufrida tras la presunta agresión. 
54. Adicionalmente, la Comisión analizará en la etapa de fondo el posible incumplimiento del Estado con las obligaciones establecidas en el artículo 2 de la Convención Americana, en relación con la tipificación del delito de violación sexual establecido en el artículo 361 del Código penal chileno y los elementos normativos necesarios para su configuración, a la luz de los estándares internacionales de derechos humanos en la materia. 
55. Frente a los elementos de hecho y de derecho presentados por la peticionaria y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH considera que el reclamo bajo estudio se refiere a hechos que, de ser comprobados, podrían caracterizar violaciones a los derechos protegidos en los artículos 2, 5.1, 11.2, 8.1, 24 y 25 de la Convención Americana, todos ellos en conexión con el artículo 1.1 de dicho instrumento, y del artículo 7 de la Convención de Belem do Pará en perjuicio de Giovanna Vidal.  

V. CONCLUSIONES

56. La Comisión Interamericana concluye que tiene competencia para conocer el fondo del presente asunto y que la petición es admisible de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. Con fundamento en los argumentos fácticos y jurídicos expuestos en el presente informe, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar admisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los derechos reconocidos por los artículos 2, 5, 8.1, 11.2, 24 y 25.1 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1 de dicho instrumento, y el artículo 7 de la Convención de Belém do Pará, interpretado a la luz de los artículos 3 y 4 de dicha Convención, en perjuicio de Giovanna Janett Vidal Vargas; 
2. Notificar esta decisión al Estado chileno y a la peticionaria;
3. Continuar con el análisis de fondo del asunto; y 

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 13 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primer Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Felipe González, de nacionalidad chilena, no participó en el debate ni en la decisión de la presente petición.


� Una copia del texto íntegro de la decisión del Tribunal de Juicio Oral de 29 de agosto de 2004 fue remitida como anexo de la petición inicial recibida el 17 de mayo de 2005. 


� La legislación chilena tipifica el delito de violación sexual en el artículo 361 del Código Penal, el cual establece: “La violación de una mujer será castigada con la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado medio. Se comete violación yaciendo con la mujer en alguno de los casos siguientes: 1. Cuando se usa de fuerza o intimidación […]”. 


� CIDH, Informe Nº 52/97, Caso 11.218, Arges Sequeira Mangas, Informe Anual de la CIDH 1997, párrafos 96 y 97.  Ver también CIDH, Informe N° 55/97, Juan Carlos Abella, párrafo 392. Informe 57/00 La Granja, Ituango, Informe Anual de la CIDH 2000, párrafo 40.


� Ver: CIDH, Informe No. 69/08, Petición 681-00, Guillermo Patricio Lynn, Argentina, Admisibilidad, 16 de octubre de 2008, párrs. 44-46; Informe No. 93/03, Petición 337-07, Samanta Nunes da Silva, Brasil, Admisibilidad, 7 de septiembre de 2009, párrs. 43- 44; Informe No. 79/08; Petición 95-01, Marcos Alejandro Martín, Argentina, Admisibilidad, 17 de octubre de 2008, párrs. 38-39.


� Ver CIDH, Informe No. 128/01, Caso 12.367, Herrera y Vargas (“La Nación”), Costa Rica, 3 de diciembre de 2001, párr. 50.


� Ver CIDH, Informe No. 31/03, Caso 12.195, Mario Alberto Jara Oñate y otros, Chile, 7 de marzo de 2003.


� Ver CIDH, Informe No. 52/02, Caso 11.753, Fondo, Ramón Martínez Villareal, Estados Unidos, 10 de octubre de 2002, párr. 53; CIDH, Informe No. 39/96, Santiago Marzioni v. Argentina, Informe Anual de la CIDH 1996, párrs. 48 – 51. 


� Ver CIDH, Informe No. 52/02, Caso 11.753, Fondo, Ramón Martínez Villareal, Estados Unidos, 10 de octubre de 2002, párr. 53; CIDH, Informe No. 39/96, Caso 11.673, Santiago Marzioni v. Argentina, Informe Anual de la CIDH 1996, párrs. 48 – 51
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